 
	ASOCIACIONES CIVILES. Otorgamiento de la personería jurídica. Objeto. Bien común. Travestísmo y transexualismo. Facultades de la I.G.J. Denegación de la autorización para funcionar. 


 
         
Buenos Aires,  16 de Septiembre de 2003.
 
VISTO:  El expediente 1.720.574 del Registro de esta INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA, correspondiente a la asociación civil “ALITT – ASOCIACION DE LUCHA POR LA IDENTIDAD TRAVESTI – TRANSEXUAL ASOCIACION CIVIL ” y
 
Considerando:
 
1. Que a fs. 1 a 14 del presente expediente, obra el estatuto y acta constitutiva de la entidad civil denominada “ALITT – Asociación de Lucha por la Identidad Travesti – Transexual Asociación Civil”, la cual fue constituida en fecha 15 de Abril de 2003 y cuyos propósitos, conforme lo dispuesto por el artículo 2º del referido estatuto, son los siguientes: “ a) Luchar para que el Estado y la sociedad acepten al travestismo como una identidad propia; b) Lograr que las personas travestíes y transexuales se conviertan en sujetas/os de derecho; c) Lograr una mejor calidad de vida para las personas travestíes y transexuales; d) Implementación de la campaña “Construyendo la ciudadanía travesti – transexual”, exigiendo el derecho a la salud, educación, trabajo, vivienda y demás beneficios sociales; e) Propiciar espacios de reflexión, campañas de divulgación y de asesoramiento para contribuir a los objetivos antes citados”.
 
Luego de la presentación inicial y del dictamen precalificatorio que obra a fs. 15 a 17, el Departamento de Precalificación  exigió a los peticionantes, como requisito complementario a la presentación original, consignar mediante que actividades se desarrollarán los propósitos enunciados en los incisos a) a d) y respecto del inciso e) aclarar las materias sobre las cuales versará el asesoramiento allí mencionado, detallando las características y sus prestadores. Tal requerimiento motivó que en fecha 21 de Mayo de 2003, fuera aclarado por los presentantes que los propósitos de la Asociación Civil cuya autorización es requerida a este Organismo son los siguientes, textualmente descriptos: “Artículo 2º. Son sus propósitos: a) Luchar para que el estado y la sociedad acepten el travestismo como una identidad propia; b) Lograr que las personas travestíes y transexuales se conviertan en sujetas/os de derecho; c) Lograr una mejor calidad de vida para las personas travestíes y transexuales; d) Implementación de la campaña “Construyendo la ciudadanía travestida – transexual”, exigiendo el derecho a la salud, educación, trabajo, vivienda y demás beneficios sociales, por medio de campañas de educación, sensibilización, talleres participativos, programas de formación y conferencias dirigidas a organismos del Estado  y organizaciones de la sociedad civil para lograr la reflexión y no la discriminación de travestismo como una identidad propia. En ese sentido, implementaremos nuestras campañas con trabajo de base territorial: reparto de información, publicaciones, talleres en las zonas de residencia de a comunidad travesti; e) Propiciar espacios de reflexión, campañas de divulgación y de asesoramiento para contribuir a los objetivos antes citados a través de los espacios de reflexión, investigación y recopilación bibliográfica en materia de derechos sexuales y antidiscriminación que serán desarrollados por las y los profesionales que trabajan en la organización y otras/os investigadores/as de organizaciones profesionales y ONGs que trabajan en temas antidiscriminatorios y derechos civiles, sociales, políticos y culturales con el objetivo de contribuir a los objetivos antes citados: f) Fomentar la participación de nuestra organización en encuentros nacionales e internacionales relacionados con temas de derechos humanos”.
 
Encontrando satisfactorias tales aclaraciones por parte del Departamento Precalificación quien consideró que correspondería conceder la autorización para funcionar como persona jurídica a la entidad peticionaria, el expediente pasó a la Sra. Sub Inspectora General del Organismo, la Dra. María Cristina Giuntoli, quien en fecha 1º de Julio de 2003 se pronunció en el mismo sentido. 
 
Con todos esos antecedentes, en fecha 4 de Julio de 2003, el por entonces Inspector General de Justicia, Dr. Guillermo Enrique Ragazzi resolvió correr vista a los peticionantes a los fines de obtener de éstos mayor precisión sobre el objeto propuesto y en especial la referencia que se formula sobre el travestismo como una “identidad propia” o que “los travestíes y transexuales se conviertan en sujetas/os de derecho” o la implementación de una “ciudadanía travesti – transexual”. Dicha exigencia fue formulada teniendo en consideración – transcribiendo textualmente lo expuesto a fs. 35 por el Sr. Inspector General de Justicia – la necesidad de efectuar ciertas valoraciones que deben hacerse respecto a las finalidades que las asociaciones civiles reconocidas por el Estado deben perseguir, y en relación con el derecho de asociarse con fines útiles; fines socialmente útiles, es decir, jurídicamente lícitos y acordes con los principios de convivencia social – paz, tolerancia, pluralidad, divergencia dentro del orden democrático – y que traduzcan valores objetivos que trascienden y que pueden servir de pautas y principios orientadores para los individuos y para la sociedad en su conjunto. Fines, podría decirse, estatales y precisamente por ello, el Estado estimula la creación y funcionamiento de las entidades que persigan tales objetivos y valores.
 
Dicha vista fue respondida a fs. 36, el día 3 de Agosto de 2003, con la firma de los Sres. Sergio Omar Cruz y Gustavo Gilardi, invocando la representación de la asociación “ALITT – Asociación de Lucha por la Identidad Travesti – Transexual Asociación Civil”, quienes aclararon que, al insertar dentro de sus “propósitos”, luchar para que el Estado y la sociedad acepten el travestismo como una identidad propia, ello no implicaba impulsar o promover estilos de vida y/o prácticas sexuales – cuestiones que los presentantes consideran como propias del ámbito de nuestro derecho a la intimidad – sino que, “...por el contrario, está destinado a fomentar prácticas ciudadanas más democráticas e inclusive, que tiendan a la eliminación de la discriminación a la que históricamente nos vimos sometidas en virtud de nuestra identidad de género y nuestra orientación sexual...”, entendiendo por ello inasimilable el caso a lo resuelto por esta Inspección en la Resolución 0541/02 del 28 de Junio de 2002, confirmada por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala A, del 4 de Abril de 2003, referida a la denegación del otorgamiento de autorización para el funcionamiento de la Asociación Argentina de Swingers.
 
            Sostuvieron asimismo los peticionantes, contestando la vista que les fuera corrida el día 8 de Julio de 2003, que “... dado que es en el interior de una trama de diálogos, acciones y miradas sociales desvalorizantes donde hoy en día se va construyendo nuestra identidad como travestíes, nos proponemos como principal objetivo la generación de espacios de reflexión, educación e investigación tendientes a la difusión de la cultura democrática antidiscriminatoria en la que nuestra identidad se encuentre libre de apreciaciones negativas y consecuentemente no sea estigmatizada y condenada a la exclusión. Así esperamos contribuir a la eliminación de los estereotipos que vinculan en travestismo a la violencia y a la prostitución como única alternativa de vida”.
 
            En definitiva, y sin perjuicio de otras consideraciones, manifestaron los presentantes de fs. 36/37 que “... nuestra asociación contribuirá plenamente al bien común porque la lucha contra la discriminación no es un bien privado ni exclusivo de quienes en esta oportunidad solicitamos el reconocimiento de la personería, sino que es un bien general que hace al interés público y al fortalecimiento de las instituciones democráticas”.
 
            Con tales argumentos, los Sres. Sergio Omar Cruz y Gustavo Gilardi, en su carácter de Presidente y Secretario respectivamente de “ALITT – Asociación de Lucha por la Identidad Travesti – Transexual Asociación Civil”, insistieron en la necesidad de obtener una decisión favorable al reconocimiento de la personería jurídica de la referida entidad.
 
            2. Que corresponde en consecuencia dictar resolución y se adelanta que la misma no será favorable a los peticionantes, por los siguientes argumentos:
 
            2.1. Como sostuvo la Corte Suprema de Justicia de la Nación en materia de asociaciones civiles, cuando la ley reconoce al Estado determinar la especial incidencia que sobre el bien común tiene el objeto de una determinada asociación, aquel lo asume como propio, otorgándole a la referida entidad la autorización para funcionar. Esta autorización no importa el reconocimiento de un derecho subjetivo preexistente, sino el otorgamiento de una “calidad social” que se traduce en el reconocimiento estatal frente a toda la sociedad, relativo a que la asociación lleva a cabo fines que el mismo Estado jerarquiza como propios, es decir, directamente vinculados al bien común ( C.S.J.N. Noviembre 22 de 1991, ED 146 – 228 ).
 
            De manera  tal que, a los fines de analizar la procedencia del otorgamiento de la autorización para funcionar que el artículo 33, segunda parte, inciso 1) del Código Civil pone en manos del Estado, debe repararse en el objeto de la institución, el cual debe encuadrarse dentro del concepto del bien común al que expresamente refiere la norma, pues precisamente la realización de actividades que tiendan a tal finalidad constituye el fundamento de la personalidad jurídica diferenciada que el legislador le reconoce a tales entidades. Autorizada doctrina ha señalado al respecto ( Borda Guillermo, “Tratado de Derecho Civil”, Parte General, tomo I, Ed. Perrot, 7ª Edición Actualizada, Buenos Aires, 1980, página 578 ) que al exigir la ley un objeto de bien común, se da en realidad la razón misma, la justificación de la exigencia jurídica de estas entidades, pues precisamente porque persiguen ese fin, es que debe reconocérseles personería. Con otras palabras: es el requisito de objeto de bien común, esencial a toda asociación civil, su razón de ser y su objetivo a alcanzar. Así fue concebida originariamente y así llega a nuestros días, así lo entendió Vélez Sarsfield y la doctrina mayoritaria argentina, de igual modo que oportunamente lo hiciera la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y jurisprudencia administrativa ( Biagosch, Facundo Alberto, “Asociaciones Civiles”, Editorial Ad Hoc, Buenos Aires, 2000, página 189 ).
 
            Ahora bien, cuando la ley se refiere al “bien común”, es evidente que lo asimila al interés colectivo (Salvat Raymundo), “Derecho Civil Argentino”, tomo I, Buenos Aires 1931, parágrafo 1207 , entendiéndose por tal el propio de la actividad en su conjunto. De manera tal que cuando el artículo 33 del ordenamiento civil se refiere al interés común, no lo hace con referencia a los componentes del grupo asociado, sino que debe ser un interés propio de la comunidad, inherente al bien público colectivo general, o, mas concretamente, referido al interés general o de la comunidad. Corresponde señalar, transcribiendo a Cahian (Cahian, Adolfo, "Manual teórico práctico de asociaciones civiles y fundaciones", La Rocca, 1990, pág. 68 ), que "La asociación puede tener una gama muy amplia de objetivos: sociales, artísticos, morales, políticos, culturales, deportivos, recreativos, asistenciales, benéficos. O bien fines educacionales, mutualistas, religiosos, científicos, gremiales, de fomento edilicio o defensa de sectores empresariales, profesionales, etcétera. Sin embargo, en todos ellos existe una característica que permanece constante, imprescindible, que define nítidamente la esencia de la asociación: el "bien común". Realizar ese bien común es la misma razón de ser del grupo asociacional". 
 
2.2. Pues bien, y partiendo de la base que el encuadramiento de la actividad de toda asociación civil dentro del campo del “bien común” constituye una condición impuesta por una norma positiva vigente —art. 33 del Código Civil, subsistente después de la reforma introducida por la Ley 17.711— y que la INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA debe analizar cuidadosamente su concurrencia, pues no le ha sido autorizado dejar de lado la aplicación de una norma legal obligatoria e imperativa, resulta por ello imprescindible examinar si la nueva entidad tiene por principal objeto el bien común —en el sentido precisado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación[1] —, pues solamente en caso que así sea podrá obtener el reconocimiento de la personería jurídica del Estado.
 
            Los propósitos perseguidos por la “ALITT – Asociación de lucha por la identidad Travesti – Transexual” y que se encuentran especificados en el artículo 2º de su estatuto, no encuadran, a mi juicio, en el concepto de "bien común” aludido por el artículo 33 del Código Civil, pues no parece que la “lucha para que el Estado y la sociedad acepten al travetismo como una identidad propia” ( primero de los propósitos de la aludida asociación ) ni la “construcción de una ciudadanía travesti – transexual”  ofrezca un marco valioso para el desarrollo de la convivencia, integrando así el patrimonio espiritual y cultural de la comunidad ( CNCivil, Sala I, Julio 12 de 1990, ED 138 – 788 y siguientes ), cual es, se reitera, condición esencial para que una asociación de naturaleza civil pueda obtener el reconocimiento del Estado en lo que se refiere a sus actividades y objetivos.
 
            Por otra parte, predicar el reconocimiento del Estado a los fines de “lograr que las personas travestis y transexuales se conviertan en sujetas/os de derecho” ( segundo propósito de la nueva asociación ), no parece finalidad congruente con lo expresamente dispuesto por el artículo 30 del Código Civil y en lo que respecta a los demás objetivos previstos en el artículo 2º de su estatuto, claramente explicados por las autoridades de la asociación civil presentante a fs. 36 y 37 de estas actuaciones, y centrados en la necesidad de combatir la discriminación a la cual se encuentran sometidos, ellos bien pueden ser obtenidos sin necesidad de la autorización estatal, en tanto nada impide seguir actuando a la misma como simple asociación, en apoyo de sus principios ( art. 46 del Código Civil ). Recuérdese al respecto que una asociación sin fines de lucro puede no recibir una autorización para funcionar, pero igualmente será considerada sujeto de derecho – persona jurídica – cumpliendo con el simple requisito formal exigido por el aludido artículo 46. Esto significa que podrá gozar de la plenitud del status jurídico de las personas jurídicas para adquirir derechos y contraer obligaciones, para gozar y ejercer los derechos constitucionales susceptibles de ser gozados y ejercidos por las personas ideales, en tanto revisten el carácter de “personas” en los términos del artículo 30 del Código Civil. 
 
            2.3. En definitiva:  entiendo de suma importancia destacar lo dicho por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso de la “Comunidad Homosexual Argentina”, en el sentido de que la autorización prevista por el artículo 33 del Código Civil es de interés predominantemente estatal. Ello significa, a mi juicio, que la autorización otorgada por el Estado a las asociaciones civiles que se presentan para obtener la misma, implica hacer suyos los objetivos  que persigue esa entidad y no creo –mas allá de las alusiones efectuadas por los presentantes en torno a la necesidad de combatir la discriminación que son objeto, lo cual bien pueden efectuar sin contar con la autorización que requieren – que constituya una prioridad del Estado la aceptación del travetismo como una identidad propia o la construcción de una ciudadanía travesti – transexual, según los expresos propósitos que han inspirado su fundación.
 
            Tampoco entendemos afectado con la denegación de la autorización para funcionar con carácter de persona jurídica a “ALITT Asociación de Lucha por la Identidad Travesti – Transexual – Asociación Civil” el derecho constitucional de la asociación, amparado por el artículo 19 de la Constitución Nacional, y al respecto debemos remitir nuevamente al artículo 46 del Código Civil, en tanto dispone que aquellas entidades que "no tienen existencia legal como personas jurídicas, serán consideradas simples asociaciones civiles" (art. 46). De tal manera, se reitera, se  satisface el ejercicio pleno de aquel derecho constitucional, resultando de ello que, aun denegada la autorización que se solicita, podrán los interesados ocurrir a otras formas de constitución de sujetos de derecho librados exclusivamente a la iniciativa privada, sin que sea menester recurrir al Estado para el reconocimiento especial de la personalidad jurídica de la entidad (conf. Llambías, Jorge J., "Tratado de Derecho Civil", Parte General, T.II, pág. 92).
 
            Tales conclusiones no quedan enervadas con la afirmación de que quien decide la tipología asociativa a adoptar, conforme sus necesidades, es el sujeto titular del derecho de asociarse ( Gil Domínguez, Andrés, “Cuando de Swingers se trata la Constitución es la que manda”, nota publicada en el Suplemento de Derecho Constitucional de la Revista La Ley, ejemplar del 25 de Agosto de 2003 ), pues la adcripción a los distintos regímenes previstos por los artículos 33 y 46 del Código Civil no depende de la voluntad del interesado, sino de los fines de la institución: si el Estado comparte los objetivos de la entidad y los considera incluidos dentro del concepto de “bien común”, procederá a otorgar la referida autorización para funcionar como forma de promover los mismos; si no coincide con dichos propósitos, rechazará esa autorización, lo cual no implica prohibir, de manera alguna, que los interesados en desarrollar aquellos objetivos – a los cuales el Estado descalificó como inherentes al “bien común”, puedan hacerlo libremente, bajo otra forma asociativa, esto es, la prevista en el artículo 46 del ordenamiento civil, que es una de las tantas formas asociativas previstas dentro del concepto constitucional de “asociarse con fines útiles”.
 
            3. Por todos los fundamentos expuestos, y lo dispuesto en los arts. 33, segunda parte, apartado 1º, 45 y conc. del Código Civil y en el art. 10 inc. a) y conc. de la Ley  22.315,
 
EL INSPECTOR GENERAL DE JUSTICIA
RESUELVE:
 
ARTICULO 1º.- Denegar el reconocimiento de la personalidad jurídica para funcionar como asociación civil de carácter privado, conforme al art. 33, segunda parte, apartado 1º del Código Civil, solicitado por la entidad “ALITT Asociación de Lucha por la Identidad Travesti – Transexual – Asociación Civil”.
 
ARTICULO 2º.- Regístrese, notifíquese por cédula al domicilio constituido en la calle Luis Saenz Peña 981, segundo piso M de la  Ciudad de Buenos Aires. Para su cumplimiento pase al Departamento Precalificación. Oportunamente, archívese. Fdo. Dr. Ricardo Augusto Nissen – Inspector General de Justicia.
 
Resolución Nº: 1142/03

  



[1] Interpretando el sentido del citado artículo 33, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado que "el bien común es el bien estatal, es decir, el objeto de la asociación tiene que poseer en sí mismo una incidencia directa sobre el bien común que mueva al Estado a otorgarle una calidad determinada, esto es, la autorización para funcionar. En otros términos, al reconocer el Estado la especial incidencia que sobre el bien común tiene el objeto societario, lo asume como propio otorgando la autorización para funcionar" (Fallos, 314:1564).
